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San José, Costa Rica, Martes 3 de enero de 2006, 13:54:10. 




LA MUJER Y LA POLITICA

Ovelio Rodríguez Chaverri*

El mecanismo de establecer -por ley- cuotas para cargos, a los efectos de favorecer una mayor y más celera incorporación de la mujer en la política, se plantea en Costa Rica hacia finales de los 80, en el proyecto de Ley de Igualdad Real de la Mujer que establecía que los partidos políticos debían integrar sus listas de elección popular con un número de hombres y de mujeres, proporcionales al sexo que reflejara el padrón nacional electoral. 

El proyecto fue aprobado en 1990 pero con el nombre de Ley de Igualdad Social y sin el mecanismo de asignación de cuotas, pues esta discriminación positiva, como la llama la doctrina, había sido declarada inconstitucional por este mismo tribunal, en 1988. 

Es hasta 1996 en que, por las reformas planteadas dentro de los estatutos de algunos partidos políticos, el mecanismo es incorporado en nuestra legislación nacional (Ley No. 7653 de 28/11/96). En efecto, se incluyen dentro del Código Electoral, artículos mediante los cuales se crea un mecanismo que asegura la participación de las mujeres, en el porcentaje establecido en el art. 60, tanto en la estructura partidaria como en las papeletas para los puestos de elección popular (art- 58). El art. 60 señala la obligación de los partidos políticos de conformar sus asambleas distritales, cantonales y provinciales con, al menos, un 40% de mujeres. El transitorio permitiría al TSE derogar las normas señaladas, cuando la mujer hubiese alcanzado la participación política que constituye la ratio legis de esta reforma. 

Dado que la normativa no se aplicaba en la forma pretendida, fueron necesarias varias resoluciones del TSE para que la norma fuera aplicada efectivamente. Se emite la Resolución No. 1863 (23/09/99) en la que el TSE interpretó que la cuota del Código Electoral no solo debía ser cumplida sino cumplida en forma tal, que los puestos ocupados por mujeres fueran, necesariamente, puestos elegibles. En este aspecto resta solamente la aprobación de la reforma legal que pretende establecer la obligatoriedad, por parte de los partidos políticos, de que los puestos para las mujeres -además de constituir, al menos, un 40% de las candidaturas y también elegibles- sean alternativos. 

La otra resolución de gran peso, en materia de equidad de género, es la reciente Resolución No. 2096-E-2005 de (31/08/05) mediante la cual el TSE deja en claro que la cuota del 40%, o más, debe entenderse -en sentido estricto- como un porcentaje en favor de la promoción de la participación femenina, sin que sea dable entender que ese porcentaje atañe también a la participación masculina. 

Hoy son muchas las mujeres Ministras y Vice-ministras de Estado. El Poder Judicial tiene 6 mujeres Magistradas y el TSE una Magistrada propietaria y dos Magistradas suplentes. La actual Asamblea Legislativa cuenta con un 35% de mujeres Diputadas y así como creó la Comisión Permanente de la Mujer, también aprobó una serie de cambios en cuanto a las rutinas de trabajo, los rituales de la política de negociación, la calidad del ejercicio del liderazgo de los y las diputadas y promocionó una visión de género inclusiva dentro del Parlamento, según nos decían en reciente foro auspiciado por el INAMU las diputadas Ruth Montoya, Laura Chinchilla y Liliana Salas. 

Los derechos políticos de la mujer costarricense son el producto de una serie de luchas y conquistas obtenidas a lo largo de toda nuestra historia. De allí que nos produzca un gran dolor el saber que los jóvenes y, sobre todo, las jóvenes, desconozcan lo anterior y, por ende, consideren innecesario el ejercicio de su derecho al voto, voto sagrado que la Patria les está otorgando. 

¡Aprovéchenlo Jóvenes!

*Magistrado Tribunal Supremo de Elecciones
